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ESPACIOS PÚBLICOS:

MEJOR CALIDAD DE VIDA

Definidos como aquellos lugares comunes 

recurrentes de la vida urbana, los espacios pú-

blicos y su acceso responden directamente a 

la creciente búsqueda de los habitantes de las 

ciudades por mejor calidad de vida. 

En la actualidad, Chile tiene un estándar 

promedio nacional de 4,2 m2 de espacio pú-

blico por habitante, una cifra que dista de 

los 9 m2 que recomienda la Organización 

Mundial de la Salud. Mientras Temuco tiene 

18,8 m2 por habitante, Iquique y Antofagas-

ta presentan 1,6 m2 per cápita. Así las cosas, 

hay cuatro capitales regionales en las cuales 

más del 50% de las manzanas tienen menos 

de 4,2 m2 de espacios públicos: Iquique, An-

tofagasta, Santiago y Concepción. 

De acuerdo con el ICD, el país presenta 

un déficit total de 8,8 millones de m2 de es-

pacios públicos, basándose en el estándar 

de 4,2 m2 por persona. Para revertir esta si-

tuación y suplir esta carencia, se estima que 

se requiere de una inversión que bordearía 

los US$ 640 millones, de los cuales US$ 413,5 

millones se destinarían a Santiago, US$ 101 

millones a Concepción, US$ 64,6 millones a 

Antofagasta y US$ 60,9 al resto de las áreas 

metropolitanas del país.

El ICD llama a fijar estándares mínimos 

de espacios públicos y mejorar la informa-

ción para direccionar mejor la inversión.

 

CÁRCELES:

ELIMINAR EL HACINAMIENTO

Con una ocupación del 107%, el sistema 

penitenciario nacional está colapsado. A 

pesar de ello, entre 2013 y 2017 no se habili-

tó ninguna nueva infraestructura carcelaria. 

Dada la actual población penal, en el país 

faltan 8.040 plazas para hombres y 622 para 

mujeres. Para el año 2027 esta cifra llegaría 

a un total de 19.239 cupos.

Para revertir esta situación, se estima que 

en el período 2018-2027 se requerirá una in-

versión de US$ 975 millones en infraestruc-

tura penitenciaria, de los cuales US$ 508 

millones se debieran destinar para reposi-

ción por obsolescencia, US$ 307 millones 

para cerrar brechas de sobreuso y US$ 160 

millones para responder a incrementos de 

población penitenciaria.

De acuerdo con el ICD, este plan de in-

versión debería enfocarse en la eficiencia 

operacional de los establecimientos, donde 

se establezca un tamaño mínimo para los 

recintos y un estándar promedio de habi-

tabilidad. Por otro lado, se recomienda re-

tomar el mecanismo de concesiones como 

una forma eficiente para financiar y operar 

cárceles y trabajar con las comunidades lo-

cales para construir recintos carcelarios en 

los lugares que presentan mayores déficits, 

como las regiones Metropolitana, de Valpa-

raíso y del Biobío. 

HOSPITALES:

DOBLAR LA INVERSIÓN

Con un aumento en los requerimientos 

de inversión de más del doble entre un in-

forme y otro (2016-2025 / 2018-2027), la in-

fraestructura hospitalaria es una de las que 

presenta mayores déficits. 

Si bien en los últimos diez años se ha 

apreciado un incremento de la inversión y 

la velocidad de renovación del activo fijo 

en el sector público, de los 74 proyectos 

que hoy se encuentran en ejecución, solo el 

28% está terminado. Además, existe un im-

portante aumento de los costos estimados 

originalmente para el programa público de 

construcción de infraestructura hospitala-

ria. Estos pasaron de US$ 4.161 millones a 

US$ 8.803 millones, impulsados principal-

mente por un incremento de la superficie a 

construir en más de un millón de m2.

Se estima que para 2018-2027 se requerirá 

una inversión de US$ 10.448 millones, de los 

cuales US$ 3.912 millones se destinarían a los 

proyectos de licitación y sus etapas previas, 

US$ 3.206 millones a proyectos de prepara-

ción, US$ 2.985 millones a arrastre, US$ 315 

millones de inversión para hospitales de lar-

ga estadía y US$ 29 millones para la torre del 

Hospital de Urgencia Asistencia Pública (Pos-

ta Central). Con esta estimación, para 2027 el 

país contaría con 74 hospitales terminados y 

más de 3.000.000 de m2 de superficie.

INFRAESTRUCTURA DE USO SOCIAL

Actualmente, faltan 8.040 plazas para 

hombres y 622 para mujeres en cárceles.

En Chile hay un total 

de 8,8 millones de m2 

de espacios públicos.
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"HAY QUE REPENSAR QUÉ MODELOS 
de negocios se pueden hacer, que sean legitimados 
por la sociedad, en que se pueda involucrar a actores 
privados para potenciar la infraestructura”, comenta 
Javier Hurtado. 

Por otro lado, el informe enfatiza en la 

importancia de volver a considerar el meca-

nismo de las concesiones como un modelo 

de financiamiento válido para materializar 

proyectos, además de darle continuidad a los 

equipos de profesionales y técnicos a cargo 

de los proyectos, quienes debieran ser inde-

pendientes a los cambios de administración. 

EDUCACIÓN:

ESPACIOS DE CALIDAD
Según el informe, en Chile aún persis-

te un importante déficit de infraestructura 

educacional, especialmente en lo que dice 

relación con el estándar de superficie de las 

aulas y de los espacios educativos comple-

mentarios, tales como bibliotecas, talleres, 

salas de informática o laboratorios.

Se estima que se requerirán poco más 

de cinco millones de metros cuadrados de 

aulas y otros cuatro millones de metros cua-

drados de espacios comunes para el 2027. 

Con el fin de disminuir esta brecha, se esti-

ma que se necesitará una inversión de US$ 

15.693 millones, de los cuales se destinarían 

US$ 7.367 millones en intervención de au-

las, donde, por ejemplo, se podría aumentar 

el estándar de superficie por alumno, que 

hoy es de 1,1 m2 por niño, hasta el objetivo 

deseado por el Ministerio de Educación, 

que es de 2 m2 por estudiante. 

Para los espacios públicos, en cambio, 

se necesitaría una inversión de orden de 

los US$ 6.279 más otros US$ 1.365 millo-

nes para el diseño e implementación de los 

mismos, y US$ 682 millones para mobilia-

rio y equipamiento.

RESILIENCIA: LA NECESIDAD 
DE PREPARARSE PARA LAS 
CATÁSTROFES

Por primera vez, el ICD incluye un 

análisis orientado a mitigar el impacto 

de los desastres naturales. El infor-

me define a la resiliencia como “la 

capacidad de un sistema, comunidad 

o sociedad expuestos a una amenaza 

para resistir, absorber, adaptarse y 

recuperarse de sus efectos de manera 

eficaz, lo que incluye la preservación 

y la restauración de sus estructuras y 

funciones básicas”. 

“El apartado de resiliencia abre los 

ojos para un tema muy relevante en 

Chile. Nuestro país ha sufrido muchas 

catástrofes. Entre 2007 y 2016 destinó 

US$ 1.600 millones para hacer frente 

a 14 desastres naturales y solo el 

2015 gastó US$ 3.100 millones para 

reconstrucción y prevención de daños 

mayores. Claramente, Chile es un país 

con un alto porcentaje de riesgo de 

catástrofes y quisimos tomar el punto y 

analizar los datos internacionales para 

ver cuánto se debiera invertir en esta 

materia”, comenta Javier Hurtado. 

Según estimaciones del Banco Mun-

dial, con una inversión anual de US$ 

2.400 millones, el país podría prevenir 

y lograr condiciones favorables para 

minimizar el impacto de estos grandes 

eventos. “Las catástrofes no se van 

a evitar, pero lo que hay que tratar 

de conseguir es bajar el número de 

personas comprometidas y lograr que, 

sobre todo las más vulnerables, tengan 

algún grado de protección frente a 

estos eventos”, agrega el gerente de 

Estudios de la CChC.

El ICD enfatiza la importancia de 

utilizar las concesiones hospitalarias.


